

SENTENCIA NÚMERO: UNO
En la ciudad de Córdoba, a los veintiocho días del mes de febrero de dos mil catorce siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "CHAVES, NORA EDITH C/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO - DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE ILEGITIMIDAD - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "C", Nº 51, iniciado el veintidós de diciembre de dos mil once), con motivo del recurso de casación interpuesto por la actora (fs. 909/918), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:-------------------------------------------
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?------------------
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------

Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
1.- A fs. 909/918 la actora interpuso recurso de casación en contra de la Sentencia Número Cuarenta y siete, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la ciudad de Río Cuarto el dieciséis de junio de dos mil once (fs. 856/882vta.), que resolvió: "I) Rechazar la demanda contencioso administrativo de ilegitimidad incoada por la Sra. Nora Cháves, en contra de la Municipalidad de Río Cuarto, en cuanto pretende la declaración de nulidad de la Resolución        N° 00333/08 y de los actos subsiguientes dictados en su consecuencia, esto es Decretos N° 307/08 y N° 588/09. II) Imponer las costas por el orden causado...".-----------------------------------------------------------------------------------
2.- En aquella Sede se corrió traslado del recurso a la demandada (fs. 919), quien lo evacuó a fs. 921/928 y solicitó su rechazo, con costas.----------------------
3.- A fs. 929 se corrió traslado al Ministerio Público Fiscal, el que fue evacuado por el Señor Fiscal de Cámara (Dictamen del 5 de septiembre de 2011, fs. 930), quien se pronunció a favor de la admisión formal del recurso intentado.-
4.- La Cámara a quo, mediante Auto Interlocutorio Número Doscientos setenta y ocho de fecha treinta y uno de octubre de dos mil once (fs. 936/938), concedió el recurso interpuesto.------------------------------------------------------------
5.- Elevados los autos a esta Sede (fs. 946), se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 948); habiéndose expedido el Señor Fiscal Adjunto por la concesión del recurso de casación interpuesto por la actora (Dictamen CA Nro. 210 de fecha 22 de marzo de 2012, fs. 949/950).---------------
6.- El decreto de autos se dictó a fs. 951, el cual, una vez firme                    (fs. 952/952vta. y 955), ha dejado la causa en condiciones de ser resuelta.----------
7.- La expresión de agravios admite el siguiente compendio:-----------------
7.1.- Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inciso a) de la Ley 7182) la recurrente alega que la sentencia objeto de recurso resulta incoherente y contradictoria, toda vez que el Tribunal a quo por un lado, reprocha la conducta de la demandada al negar vista de las actuaciones administrativas, pero luego no declara la nulidad del acto (Resolución Nro. 396).-
Sostiene que el decisorio recurrido incurre en un vicio in iudicando, al no haber aplicado al caso el derecho que corresponde, el que tiene previsto una consecuencia jurídica en el supuesto de que judicialmente se acredite un vicio que nulifica el acto administrativo.--------------------------------------------------------
7.2.- Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45 inciso b) de la Ley 7182) la impugnante denuncia que el pronunciamiento recurrido ha quebrantado las formas sustanciales establecidas para la sentencia, violando el principio de congruencia y de fundamentación lógica y legal.------------------------
Afirma que la sentencia resulta contradictoria, toda vez que, por un lado, señala que por más que no se encuentre una norma específica que regule la situación concreta que se ha presentado en el caso, esto es que ante el pedido de vista de las actuaciones se produce automáticamente la suspensión del plazo para recurrir, ello no es óbice para que la Administración escoja la solución justa que brinda el ordenamiento jurídico y, por el otro, no dispuso la nulidad del acto administrativo que declaró extemporáneo el recurso (Res. Nro. 451/08).-----------
7.3.- Con base en el motivo sustancial de casación (art. 45 inciso a) de la Ley 7182), esgrime que la sentencia omite declarar la nulidad de los actos administrativos subsiguientes a aquellos que el mismo resolutivo se encarga de decir que resultan nulos de nulidad absoluta.--------------------------------------------
Razona que la declaración de nulidad del acto implica la automática invalidez de todos los actos administrativos que le prosiguieron (Decretos Nros. 307/08, 588/09 y 589/09).------------------------------------------------------------------
Considera que el Tribunal de Mérito debió aplicar la jurisprudencia consolidada de la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación de Córdoba, en cuanto es doctrina que si los actos impugnados deben ser anulados por presentar vicio en su elemento causa o motivo, corresponde también declarar la nulidad de todos los actos y procedimientos concursales realizados a partir de dicho acto -art. 39, Ley 7182- ("Beas, Roberto c/ Provincia de Cba. - Ilegitimidad…").-----------------------------------------------------------------
7.4.- Con apoyo en el motivo sustancial de casación (art. 45 inciso a) de la Ley 7182), la recurrente acusa que la Sentenciante ha invadido la zona de reserva del jurado del concurso, al interpretar y valorar el significado de la palabra "paridad".----------------------------------------------------------------------------
Solicita que se aplique la doctrina sentada por este Tribunal Superior de Justicia en autos "Gorostiaga..." (Sent. 220/2000), en tanto no se encuentra entre las facultades decisorias del Tribunal Judicial discrepar con las decisiones técnicas tomadas por el Jurado del Concurso.-------------------------------------------
Aclara que es evidente que para el jurado paridad no significa igualdad matemática, pues obviamente éste no pudo desconocer la diferencia (aunque mínima) que existía en el puntaje entre ambas contrincantes.-------------------------
Añade que si "paridad" significa igualdad de puntaje, parecido, igualdad absoluta o cualquier otra cosa, denota una interpretación propia del Jurado, que mal puede ser suplida por el órgano judicial.--------------------------------------------
Expresa que el Jurado del Concurso, después de meritar los antecedentes y la prueba de oposición, según su valoración técnica, resolvió que lo más correcto era convocar a una entrevista personal, instancia que es admitida por el régimen legal aplicable al caso (Ordenanza 1587/07 y Decretos Nros. 3812/08 y 4106/08). Cita jurisprudencia.--------------------------------------------------------------------------
Precisa que resulta igualmente tolerable interpretar que paridad importa igualdad matemática, como que significa similitud, tanto una como otra opción son razonables.-------------------------------------------------------------------------------
Manifiesta que la Corte ha vedado la revisión judicial que lleve a los Jueces a sustituir los criterios del jurado y a interferir en ámbitos típicamente técnicos, lo que es ajeno al control jurisdiccional, salvo en los excepcionales supuestos de arbitrariedad manifiesta, lo que no se configura en el caso             sub examine. Cita jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.---
7.5.- Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45 inciso b) de la Ley 7182), la impugnante cuestiona que la Sentenciante haya valorado la conveniencia de las preguntas y el plan solicitado, máxime cuando el mismo no resultaba manifiestamente improcedente teniendo en cuenta la categoría del cargo y sus calidades técnicas.-------------------------------------------------------------
Señala que la Cámara a quo consideró inconveniente el hecho de que el jurado solicitara un proyecto o plan de trabajo, debido al poco tiempo que tenían las concursantes para elaborar una estrategia a seguir al respecto.--------------------
Indica que la Sentenciante no advirtió que el requerimiento de entrevista se notificó a las dos concursantes por igual, citándolas para la misma hora, las dos tenían el mismo tiempo para preparar la entrevista, lo que indica que ambas fueron tratadas de la misma forma.--------------------------------------------------------
Cuestiona lo dicho por el A quo respecto a que la entrevista fue convocada "de un día para el otro", toda vez que, por un lado la fundamentación es a todas luces aparente y falaz, ya que obra en el expediente la nota de fecha cuatro de abril (fs. 562), ratificada en la Resolución Número 5562 del veinticinco de abril de dos mil ocho, por la cual el jurado solicitó la entrevista; de allí que el retraso no puede ser imputado a éste.--------------------------------------------------------------
Agrega que, por otro lado, la Juzgadora se respaldó exclusivamente en los dichos de la otra concursante (Sra. Losada), cuyo testimonio fue impugnado por inidoneidad al tener un interés concreto en la causa, lo que nunca fue resuelto por el Tribunal, configurando un error in procedendo.--------------------------------------
Afirma que el Tribunal de Mérito no valoró correctamente la prueba testimonial, puesto que el testigo Colombo, Presidente del jurado, ante la pregunta de si en la entrevista personal se tuvieron en cuenta principalmente los referidos planes de trabajo, expresó que no solamente se tuvo en cuenta eso, sino también la expresión, la modalidad de presentación, etc. (cfr. fs. 733vta. de autos).------------------------------------------------------------------------------------------
Concluye que no existió la falsa causa que se invocó para la revocación de la Resolución Número 5562/08 y, por ello, cae la validez de la Resolución Número 333/08, que revocó el llamado a la entrevista.---------------------------------
7.6.- Con base en el motivo sustancial de casación (art. 45 inciso a) de la Ley 7182), la recurrente alega que la sentencia impugnada se ha apartado de la doctrina sentada por este Tribunal Superior de Justicia en el precedente "Gorostiaga...", en cuanto allí se señaló que la participación en un concurso sin efectuar en tiempo y forma ninguna objeción formal al régimen, no resulta indiferente para el Derecho, si al no haber efectuado reserva alguna en dicha oportunidad importa la aceptación de regirse por él, lo que impide su posterior impugnación. Cita doctrina y jurisprudencia.--------------------------------------------
Aclara que la Juzgadora no ha valorado correctamente el hecho de que la Señora Losada mal podría haber recurrido la convocatoria a la entrevista personal, después de haber concurrido a ésta sin reserva alguna.---------------------
7.7.- Con fundamento en el mismo motivo de casación (art. 45 inciso a) de la Ley 7182), la impugnante sostiene que el decisorio recurrido ha inobservado la ley sustantiva y la doctrina legal, en cuanto pretende justificar que la entrevista no fue convocada conforme a derecho.------------------------------------
Afirma que el acto administrativo materializado mediante la Resolución Número 5562/08, por el cual el Secretario de Gobierno convocó a la entrevista personal, es plenamente válido, ya que fue dictado conforme a derecho, respetando cada una de las condiciones administrativas y procedimentales para su dictado.----------------------------------------------------------------------------------------
Explica que el Decreto Número 4106/08 establece la facultad de disponer la realización de una entrevista personal, siempre que fuera requerida formalmente por el jurado y existieran motivos que justifiquen su implementación, siendo irrelevante la existencia de paridad en el puntaje para que el jurado pueda llamar a una entrevista, ya que éste lo puede hacer por la naturaleza del cargo.-------------------------------------------------------------------------
Agrega que el llamado a una entrevista personal está condicionado a que haya sido requerido formalmente por el jurado en forma motivada, máxime cuando el Decreto Número 3812/08, por el cual se dispuso llamar a concurso cerrado para cubrir el cargo en cuestión, prevé expresamente la posibilidad de una entrevista y/o entrega del plano o proyecto requerido (art. 3).--------------------
Señala que, aún en el supuesto de que la paridad fuera un requisito, ésta se cumplió en el caso concreto. Entiende que la paridad a la que hace referencia la Resolución Número 5562/08 fue interpretada por el jurado, como similitud, por ello consideró que lo más justo a los fines de demostrar la idoneidad de las concursantes, era convocar a una entrevista personal.----------------------------------
7.8.- Con sustento en el motivo formal de casación (art. 45 inciso b) de la Ley 7182), acusa que el A quo se ha extralimitado en sus facultades decisorias, violando el principio de congruencia, al analizar la legalidad del Decreto Número 4106/08, que no fue motivo de impugnación.--------------------------------------------
7.9.- Con base en el mismo motivo de casación (art. 45 inciso b) de la Ley 7182), sostiene que el decisorio objeto de recurso le causa agravio, por cuanto en sus Considerandos dice que corresponde declarar la nulidad de las Resoluciones Números 00396/08 y 00451/08 y del Decreto Número 389/09, pero después, contradictoriamente, en la parte resolutiva no declara la nulidad de dichos actos.-
Relata que los actos administrativos cuestionados (Res. Nros. 00333/08 y 451/08, entre otros) no se encontraban firmes, por lo que la Administración Pública mal podría proceder a designar a una de las concursantes sin antes resolver los recursos administrativos en trámite. No obstante, agrega que, mediante el Decreto Número 307/08, el Departamento Ejecutivo Municipal arbitrariamente designó a la Señora Losada en el cargo concursado.-----------------
Entiende que la Sentenciante debió aplicar correctamente la Ordenanza Número 1587/07, que establece claramente que "...vencido el período de publicidad de la selección, sin registrarse impugnaciones o resueltas las presentadas, el Intendente Municipal mediante acto expreso procederá a la designación del seleccionado..." (art. 6.3, Anexo I, A). Añade que en tal sentido se pronunció la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación en un caso análogo, en autos "Cechi, Guillermo Rodolfo c/ Municipalidad de Córdoba...".-----------------------------------------------------------------------------------
7.10.- Con fundamento en el mismo motivo de casación (art. 45 inciso b) de la Ley 7182), la recurrente alega que el Tribunal a quo ha quebrantado las formas sustanciales establecidas para el dictado de la sentencia, al omitir valorar la prueba producida en autos, tales como las testimoniales de los Señores Colombo, Carranza y Juárez, quienes coinciden en que la concursante más idónea para el cargo era la actora.---------------------------------------------------------
Postula que la misma demandada admitió a fs. 799vta., con fuerza de reconocimiento, que se debió volver a tomar un examen nuevo.----------------------
Manifiesta que si hipotéticamente la entrevista personal fuera nula, la Municipalidad debió permitir que el jurado convocara una nueva conforme a derecho, pero no lo hizo, sino que directamente, desconociendo la decisión técnica del jurado, resolvió designar en el cargo a la concursante menos idónea.--
Hace reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).---------------------------------
8.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta oportunamente, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 del C.P.C.A., 385 y 386 del C.P.C. y C., por remisión del art. 13 de la Ley 7182).------------------------------------------------------
9.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal a quo rechazó la demanda contencioso administrativa de ilegitimidad interpuesta por la Señora Nora Edith Chaves en contra de la Municipalidad de Río Cuarto y confirmó la legitimidad y validez de la Resolución Número 00333 del diecisiete de septiembre de dos mil ocho, que hizo lugar a la impugnación formulada por la Señora Alejandra Patricia Losada, confirmó el orden de mérito establecido en primera instancia, antes del llamado a la entrevista personal y ratificó que la mencionada concursante obtuvo el primer lugar en el orden de mérito con 89,575 puntos, como así también la legitimidad y validez de los actos administrativos subsiguientes, Decreto Número 307 del veintinueve de octubre de dos mil ocho, por el cual se designó a la Señora Losada en el cargo "Jefe de División Desarrollo de la Infancia, categoría PCA-TS 9" y Decreto Número 588 del diecisiete de febrero de dos mil nueve, que rechazó el recurso de reconsideración interpuesto por la actora en contra del decreto anterior.--------------------------------
10.- En forma preliminar es conducente recordar que nuestro ordenamiento procesal al establecer los requisitos que debe reunir el recurso de casación, expresamente dispone que es menester que en él se indique "...separadamente cada motivo debidamente fundado" (art. 46, Ley 7182 y doctrina de esta Sala en: A.I. Nro. 58/1994 "Febre…"; Auto Nro. 122/1995 "Dulab..."; Auto Nro. 14/1995 "Empresa La Estrella S.R.L. ..."; Auto Nro. 144/1995 "Santa Lucía S.A.C.I.F. ..."; Auto Nro. 249/1996 "Curtino..."; Sent. Nro. 105/1998 "Mansilla, Walter..."; Sent. Nro. 33/2001 "Azar, Aldo..."; Sent. Nro. 131/2001 "Larghi..."; Sent. Nro. 20/2002 "Cuerpo de Regulación de Honorarios...", entre muchos).-------------------------------------------------------------
Dicho requisito no constituye una solemnidad vacía de contenido, sino que por el contrario, responde a la necesidad de que el recurrente individualice correctamente los agravios que le ocasiona el pronunciamiento que ataca.----------
Tal recaudo ha sido parcialmente incumplido por la presentación recursiva, cuando al desarrollar los agravios se invocan conjuntamente vicios de carácter sustancial y formal, sin explicitar en forma diferenciada los argumentos que sustentan cada uno de ellos (cfr. fs. 909/918).--------------------------------------
No obstante, a fin de no incurrir en un ritualismo formal, este Tribunal tiene dicho que el error en la denominación del motivo no obsta a la admisibilidad del recurso (A.I. Nro. 1 del 08/02/1996, entre muchos) si se sortea el recaudo de fundamentación suficiente, lo que permite analizar la viabilidad de los agravios invocados a la luz de la normativa aplicable (iura novit curia).--------

11.- A los fines del correcto tratamiento de los motivos de agravio reseñados es conducente efectuar una síntesis del marco normativo aplicable al concurso en el cual participó la actora, como así también de los hechos acreditados en la causa y de la doctrina aplicable al caso.-----------------------------
12.- MARCO NORMATIVO.----------------------------------------------------
La Ordenanza Número 1587/07, que regula el régimen de concursos públicos para la cobertura de puestos de trabajo dentro de la estructura orgánica de la Municipalidad de Río Cuarto y el Ente Descentralizado de Control Municipal, en su Anexo I establece:-------------------------------------------------------
"…CAPÍTULO II: RÉGIMEN DE CONCURSO---------------------------
A- CONCURSO PARA PROMOCIÓN DE LOS EMPLEADOS DE PLANTA PERMANENTE-----------------------------------------------------------------
1. De la convocatoria y oportunidad del llamado a concurso de promoción de los cargos de la planta permanente-------------------------------------
El llamado a concurso se realizará mediante decreto del Departamento Ejecutivo Municipal, en el que se determinará la oportunidad de los mismos.-----
2. Forma de los concursos.--------------------------------------------------------
Los concursos serán cerrados, de antecedentes o de antecedentes y oposición, con o sin entrevista, según se establezca en el respectivo decreto del llamado, conforme a la naturaleza del cargo a concursar.----------------------------
3. Del llamado-----------------------------------------------------------------------
El decreto de llamado a concurso deberá especificar los siguientes datos: (...) 3.5) Lugar, fecha y hora donde se realizarán las pruebas de oposición y entrevistas, si las hubiera..."  (énfasis agregado).---------------------------------------
El artículo 1° del Decreto Número 4106/2008 reglamentó el ítem A.2. del Capítulo II de la Ordenanza Número 1587/07 y dispuso: "1. cuando el concurso cerrado para promoción de los empleados de planta permanente haya sido convocado por decreto del Departamento Ejecutivo sin establecer en él la entrevista personal de los postulantes, la Secretaría de Gobierno y Relaciones Institucionales podrá disponer la realización de las mismas cuando los jurados del concurso de que se trate lo requieran formalmente y cuando, a juicio de esa Secretaría, existan razones o motivos suficientes que justifiquen su implementación.------------------------------------------------------------------------------
2. en tales casos, la resolución favorable que dicte la Secretaría de Gobierno y Relaciones Institucionales deberá notificarse a cada uno de los postulantes en el concurso de que se trate, informándose en ella, con la antelación suficiente, la fecha en que habrán de realizarse las mismas y los principales conocimientos de las funciones inherentes al cargo que se pretende evaluar..." ( énfasis agregado).-------------------------------------------------------------
En el subexamine por Decreto Número 3812/08, se llamó a concurso cerrado para la cobertura de un (1) cargo de "Jefe de División Desarrollo de la Infancia, categoría PCA-TS 9" (art. 1) de la Subsecretaría de Salud de la Municipalidad de Río Cuarto, entre otros cargos (fs. 124/138).-----------------------
El artículo 3 de la norma citada dispone "...Apruebase, a los fines dispuestos en el artículo primero, el Pliego de Bases para los cargos mencionados. (Anexo I)".-------------------------------------------------------------------
Asimismo, el artículo 5 ib. prescribe "Desígnase como fecha en la cual se llevarán a cabo las pruebas de oposición y/o entrevista y/o entrega del plan o proyecto de trabajo requerido, el período comprendido entre los días diez (10) de febrero de 2008 al tres (3) de marzo de 2008...".------------------------------------
Por último el ítem 1.6. del Anexo I del mencionado decreto, fija el "Pliego de Bases para concurso de Antecedentes y Oposición para el cargo de JEFE DE DIVISIÓN DESARROLLO DE LA INFANCIA..." (énfasis agregado).---------------
Tal como puede apreciarse, para el cargo en el cual concursó la accionante sólo se previeron como instancias evaluativas, las pruebas de Antecedentes y Oposición, mientras que, como bien señala el Tribunal de Mérito "...solamente para los cargos de Director o Subdirector de un área (...) al referirse en ellos al Pliego de bases ‘...para concurso de Antecedentes, Oposición y Entrevista...’ se menciona esta última instancia evaluativa, y entre las ‘condiciones del postulante’ se prevé (...) ‘…Presentar por escrito, en la fecha de evaluación de la Oposición, un Proyecto o Plan para el desarrollo del área…" (cfr. fs. 874vta./875).----------------------------------------------------------------------------------
13.- HECHOS DETERMINANTES.-------------------------------------------
De las constancias acompañadas a la causa surge que:------------------------
a) Por Decreto Número 3812 del dieciséis de enero de dos mil ocho, se llamó a concurso cerrado para la cobertura del cargo de "Jefe de División Desarrollo de la Infancia, categoría PCA-TS 9" de la Subsecretaría de Salud de la Municipalidad de Río Cuarto, entre otros cargos (fs. 124/138).-----------------------
b) En el concurso se postularon dos agentes, la actora Señora Nora Edith Chaves y la Señora Alejandra P. Losada. Luego de la evaluación de antecedentes y oposición en la cual la primera obtuvo un puntaje total de setenta coma treinta y cinco (70,35) puntos y la segunda un puntaje total de setenta y uno coma treinta y cinco (71,35) puntos (cfr. fs. 558/561), el Tribunal de Concurso presentó, ante la Subsecretaría de Recursos Humanos, una nota con fecha cuatro de abril de dos mil ocho, a efectos de informar que "…ante la paridad en el punto 1.6- (Un cargo Jefe de División Desarrollo de la Infancia, Categoría PCA-TS9) entre las Agentes Losada, Alejandra y Chaves, Nora, este Tribunal ha resuelto una entrevista personal con cada una de ellas, quienes deberán presentar una propuesta de trabajo respecto al cargo a concursar…" (cfr. fs. 562).---------------
c) Con fecha veintidós de abril de dos mil ocho, la Subsecretaría de Recursos Humanos remitió al Jurado una nota, mediante la cual le requirió, con el fin de habilitar la posibilidad de convocar a entrevista para "definir el puntaje obtenido por los aspirantes", que 1) definiera en forma específica los principales conocimientos que se pretenden evaluar en esta instancia, conforme las funciones inherentes al cargo y 2) se establezca día, hora y lugar donde se llevarán a cabo las entrevistas personales y que "…Cumplimentado lo antes dicho, tenga bien comunicar esta Subsecretaría a fin de proceder con el dictado de la correspondiente Resolución, previendo que la misma debe ser notificada con antelación suficiente a los postulantes…" (énfasis agregado, cfr. fs. 564).---------
d) El jurado con fecha veinticuatro de abril de dos mil ocho, remitió nota a la Subsecretaría de Recursos Humanos respondiendo a los requerimientos hechos en la nota anterior.---------------------------------------------------------------------------
e) Ante tal pedido, el Secretario de Gobierno y Relaciones Institucionales dictó con fecha veinticuatro de abril de dos mil ocho la Resolución Número 5562, por la cual dispuso citar a las concursantes a una entrevista personal, el día veinticinco del mismo mes y año, a las nueve y treinta horas, en la cual se evaluaría una "Propuesta de desarrollo de trabajo en el cargo que se concursa", a los efectos de definir el orden de mérito (fs. 4). Dicha resolución fue notificada el mismo día a las concursantes (fs. 566/567).----------------------------------------------
f) Ambas concursantes se presentaron a la entrevista, tras la cual el Jurado emitió su Dictamen el veinticinco de abril de dos mil ocho, con el siguiente orden de mérito: Nora Chaves: Oposición 18 puntos, Antecedentes 52,35 y Entrevista 20, con un Puntaje Total de 90,35 puntos; y Alejandra Losada: Oposición 19 puntos, Antecedentes 52,35 y Entrevista 18, con un Puntaje Total de 89,35 puntos; por lo cual sugirió la designación de la primera de las concursantes en el respectivo cargo (cfr. fs. 558/561).---------------------------------
g) Con fecha cinco de mayo de dos mil ocho la Señora Alejandra P. Losada presentó recurso de reconsideración en contra de la Resolución Número 5562/08 y, asimismo, impugnó el dictamen del Jurado (cfr. folios 1/5 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).-------------------------------------------------------
h) La Comisión de Reclamaciones, por mayoría, mediante Acta Número 12 de fecha quince de mayo de dos mil ocho, rechazó la impugnación presentada por la Señora Losada y, en consecuencia, ratificó lo actuado por el Jurado interviniente, no modificando el orden de mérito (cfr. folio 7 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).--------------------------------------------------------------------
i) El veintisiete de mayo de dos mil ocho la Señora Losada presentó recurso de reconsideración en contra del acta referida en el punto anterior (cfr. folios 12/13vta. del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).-----------------------------------
j) Con fecha diez de julio de dos mil ocho la Señora Nora Chaves solicitó vista de las actuaciones labradas y de las impugnaciones realizadas (cfr. Folios 1/3 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).--------------------------------------------------
k) Por Acta Número 19 del ocho de septiembre de dos mil ocho, la Subsecretaría de Recursos Humanos otorgó a la Señora Chaves vista de la totalidad de las actuaciones y de las impugnaciones relacionadas con su concurso y se le entregó copia de la documentación solicitada (cfr. Folios 8 y 10 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).--------------------------------------------------------------------
l) El diez de septiembre de dos mil ocho la actora pidió participación como tercera interesada, en las actuaciones administrativas iniciadas por la Señora Losada y solicitó que se rechace el recurso de reconsideración interpuesto por ésta y se proceda de forma inmediata y urgente a su designación definitiva en el cargo concursado (cfr. Folios 11/14 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).---------
m) Mediante Resolución Número 00333 del diecisiete de septiembre de dos mil ocho, el Señor Secretario de Intendencia, resolvió hacer lugar a la impugnación formulada por la Señora Alejandra P. Losada, confirmar el orden de mérito establecido en la primera instancia, antes del llamado a entrevista y ratificar que la referida concursante obtuvo el primer lugar en el orden de mérito con 71,35 puntos (cfr. folios 34/35 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008). La resolución fue notificada a la Señora Chaves con fecha veintidós de septiembre de dos mil ocho (cfr. Folio 37 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).------------------
n) Con fecha veinticuatro de septiembre de dos mil ocho la Señora Chaves solicitó nuevamente vista de las actuaciones administrativas y la suspensión de los plazos legales que pudieran estar corriendo (cfr. Folios 17/19 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).---------------------------------------------------------------------------
o) Por Resolución Número 00396 del veintiséis de septiembre de dos mil ocho, el Señor Secretario de Intendencia resolvió no hacer lugar al requerimiento de la Señora Chaves, en cuanto a tomar vista de las actuaciones y la suspensión de los plazos previstos por la legislación municipal, toda vez que con fecha ocho de septiembre del mismo año le fue otorgada vista de la totalidad de la documentación obrante en los expedientes y la controversia planteada fue resuelta mediante Resolución Número 00333/08, la que le fue debidamente notificada (cfr. Folio 28 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).--------------------------
p) Con fecha treinta de septiembre de dos mil ocho, la accionante presentó recurso de reconsideración en contra de la Resolución Número 00333/08 (cfr. folios 30/37 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).----------------------------------
q) Por Resolución Número 00451 del dieciséis de octubre de dos mil ocho, el Señor Secretario de Intendencia resolvió no hacer lugar al recurso de reconsideración interpuesto por la actora en contra de la Resolución Número 00333/08, declarándolo formalmente inadmisible por haber sido deducido en forma extemporánea (cfr. folios 48/49 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).---------
r) El Señor Intendente de la Ciudad de Río Cuarto, por Decreto Número 307/08 del veintinueve de octubre de dos mil ocho designó a la Señora Alejandra P. Losada en el cargo de Jefe de División Desarrollo de la Infancia, categoría PCA-TS 9, de la Planta Permanente de la Administración Pública Municipal, en el ámbito de la Subsecretaría de Salud, de acuerdo con los resultados del concurso sustanciado en virtud del Decreto Número 3812/08 (cfr. Folio 39 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).-----------------------------------------------------------
s) El tres de noviembre de dos mil ocho la Señora Chaves interpuso recurso de reconsideración y/o jerárquico en contra de la Resolución Número 00451/08 (cfr. Folios 51/59 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).----------
t) Con fecha seis de noviembre de dos mil ocho, la actora interpuso recurso de reconsideración en contra del Decreto Número 307/08 (cfr. Folios 62/66 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).-----------------------------------------------
u) Por Decreto Número 588/09 dictado por el Señor Intendente Municipal el diecisiete de febrero de dos mil nueve, se rechazó el recurso de reconsideración interpuesto por la Señora Chaves en contra del Decreto Número 307/08 y por Decreto Número 589/09 del diecisiete de febrero de dos mil nueve se rechazó el recurso jerárquico interpuesto en contra de la Resolución Número 451/08 (cfr. folios 76 y 77 del Expte. Adm. Nro. 17252/2008).-----------------------
v) El siete de marzo de dos mil nueve la Señora Chaves promovió demanda contencioso administrativa de ilegitimidad en contra de los siguientes actos: Resoluciones Números 00333/08, 00396/08, 00451/08 y Decretos Números 307/08, 588/09 y 589/09 (fs. 98/110vta.).------------------------------------
14.- POTESTAD DISCRECIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN. CONTROL JUDICIAL DE LA DISCRECIONALIDAD. MOTIVACIÓN DEL ACTO DISCRECIONAL.---------------------------------------------------------
Esta Sala, en el pronunciamiento dictado in re "Miranda, Margarita Esther y otras c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba - Plena Jurisdicción - Recurso de Apelación" (Sent. Nro. 32/1997), ha sostenido que la discrecionalidad puede ser conceptuada como una modalidad de ejercicio que el orden jurídico expresa o implícitamente confiere a quien desempeña la función administrativa para que, mediante una apreciación subjetiva del interés público comprometido, complete creativamente el ordenamiento en su concreción práctica, seleccionando una alternativa entre varias igualmente válidas para el derecho (cfr. de mi autoría, Administración Pública. Actividad reglada, discrecional y técnica. Nuevos mecanismos de control judicial. Análisis jurisprudencial, Ed. Lexis Nexis, Bs. As. 2004, pág. 133).-----------------------------------------------------
En este orden de conceptos, la discrecionalidad forma parte del orden jurídico de donde proviene en forma expresa o implícita. Pero su cometido trascendente es agregar un elemento nuevo a ese ordenamiento porque la valoración subjetiva que debe realizar no existía, completando de tal forma el sistema jurídico.------------------------------------------------------------------------------
Si es a la Administración a quien normativamente el Legislador autorizó la realización de la interpretación y la propia realidad presenta varias alternativas igualmente razonables y válidas, es indudable que ese margen de discrecionalidad en su elección corresponde a quien tiene a su cargo la función administrativa. El orden jurídico expresa o implícitamente así lo exige, porque le encomendó a la Administración la concreción de la subsunción ante la particular realidad de los hechos, como autoridad de aplicación nata del ejercicio de la función administrativa.----------------------------------------------------------------------
Empero, si en el ejercicio de la discrecionalidad, quien la actúa debe sujetarse a las "pautas o parámetros de juridicidad que el propio ordenamiento normativo impone", tales parámetros son los que permiten verificar si, en el ejercicio de la libertad decisoria la Administración ha observado o no los límites con los que el derecho acota esa libertad y si, tal decisión puede ser considerada racionalmente justa.--------------------------------------------------------------------------
Con esa proyección el control de los Jueces abarca al procedimiento de integración creativa de la discrecionalidad dentro del orden jurídico, por lo que en esa labor debe comprobar si se ha elegido una solución correcta entre otras de igual condición dentro del mundo jurídico, estando vedado al Tribunal la sustitución de un criterio u opción por otro, dentro de los igualmente válidos para el derecho.-------------------------------------------------------------------------------------
En base a la división de poderes, cuando el Juez controla el ejercicio de la discrecionalidad no reproduce en forma exacta el proceso lógico desarrollado por la Administración. El control judicial recae sobre una decisión administrativa ya dictada. Consecuentemente, si existió un margen discrecional de libre apreciación a cargo de la Administración ("núcleo interno" de lo discrecional), no incumbe al Juez revalorar y ponderar una elección ya realizada por la Administración, pues ello implicaría "administrar", "sustituir" al órgano administrativo competente y "vulnerar" la división de poderes.-----------------------
El control judicial implica fiscalizar una ponderación y una elección ya realizada, por lo que debe respetar el poder exclusivo de valoración otorgado a la Administración y sólo controlar cuando se sobrepasen los límites del mismo. Aún cuando existan varias soluciones aceptables o razonables, no corresponde al Juez sustituir una por otra, sino sólo controlar que el criterio adoptado por la Administración tenga su propio consenso y sustentabilidad en el marco de la juridicidad. Ello quiere decir que quien controla no puede imponer su propio punto de vista acerca de lo que es más razonable, sino sólo verificar si el íter lógico y la ponderación ya efectuada por la Administración se ajusta a pautas objetivas aceptables, aún cuando fueren opinables.-------------------------------------
De allí que el proceso lógico seguido por la Administración y el Juez no sea el mismo, atento que a pesar que a este último no le agrade el criterio discrecional adoptado por la Administración, debe no obstante respetarlo, cuando una vez efectuado el control advierta que, en el consenso objetivo y en el marco de la juridicidad, la solución es razonable (cfr. de mi autoría "El juez sólo controla. No sustituye ni administra. Confines del derecho y la política", publicado en La Ley 2003-E, 1264).------------------------------------------------------
Con énfasis ha expresado el Tribunal Supremo Español "Hay un núcleo último de oportunidad o conveniencia, allí donde son posibles varias soluciones igualmente justas (o legalmente indiferentes), en el que no cabe sustituir la decisión administrativa por una decisión judicial ... esta jurisdicción no constituye un escalón jerárquicamente superior a la Administración que le permita a través de sus resoluciones imponer a los órganos de la misma una determinada línea de actuación en la gestión de los intereses públicos que tiene confiada, ni en la propia organización de los medios materiales destinados a la misma, sino que la misión de los Tribunales queda circunscripta a corregir las extraviadas actuaciones administrativas cuando éstas infrinjan el ordenamiento jurídico ...lo que no puede hacer la Jurisdicción es erigirse en legislador e invadir el ámbito normativo de la Administración" (jurisprudencia citada por López Menudo, Francisco, "El control judicial de la Administración en la Constitución Española", en Discrecionalidad Administrativa y control judicial, I Jornadas de Estudio del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, Madrid, Civitas, 1996, pág. 38).---------------------------------------------------------------------------------------
El control del ejercicio de la discrecionalidad sólo puede ser objeto de contraste con una norma jurídica, no puede fundarse en valoraciones de otro orden o en vagas apelaciones a las soluciones preferibles (Sánchez Morón, M., "Siete tesis sobre el control judicial de la discrecionalidad administrativa", en Cuadernos de derecho judicial, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1994, pág. 148). Si ello ocurriera, el Juez estaría sustituyendo a la Administración en la apreciación de las circunstancias.--------------------------------
La jurisdicción contencioso administrativa se habilita para el control jurisdiccional de la legalidad de los actos de la función administrativa del Estado, de todos los actos administrativos, en sus elementos reglados y en el amplio marco de la juridicidad.---------------------------------------------------------------------
En efecto, al Juez le cabe analizar a través del proceso judicial respectivo, si la alternativa adoptada por la Administración, condice con el orden jurídico y si la discrecionalidad propia de aquélla, ha sido ejercida dentro de la juridicidad, pero sin penetrar en su núcleo o esencia. Su control terminará en tal supuesto, al comprobar que se ha elegido una solución correcta entre otras de igual condición dentro del mundo jurídico.------------------------------------------------------------------
Si el cometido del Juez es salvaguardar el orden jurídico, su deber es respetar la voluntad de ese mismo sistema que autoriza al poder administrador el ejercicio de una modalidad discrecional. Sólo una vez realizada esta valoración, podrá verificar si los requisitos de la juridicidad se han cumplimentado.------------
15.- LA SOLUCIÓN DE LA CAUSA.-----------------------------------------
15.1.- Con sustento en la doctrina enunciada y teniendo en cuenta el marco normativo y fáctico referenciado supra, podemos colegir que el Decreto Número 4106/2008, en el supuesto de concurso cerrado para promoción de los empleados de planta permanente convocado por decreto del Departamento Ejecutivo sin establecer en él la entrevista personal de los postulantes, otorga la competencia compartida al Jurado del concurso y a la Secretaría de Gobierno y Relaciones Institucionales para decidir la realización de una instancia evaluativa más a las previstas en el decreto de convocatoria, cual es la entrevista personal.--------------------------------------------------------------------------
La norma no sólo confiere a la Secretaría de Gobierno y Relaciones Institucionales la competencia para implementar la decisión adoptada al respecto, vale decir para dictar la resolución mediante la cual se cite a los postulantes a la entrevista personal, sino que también le asigna en forma compartida con el Jurado del Concurso la competencia para decidir si resulta conveniente o no llevar a cabo dicha entrevista.-----------------------------------------
En efecto, al establecer el precepto citado que la entrevista personal podrá ser dispuesta cuando el jurado lo requiera formalmente "…y cuando, a juicio de esa Secretaría, existan razones o motivos suficientes que justifiquen su implementación..." (énfasis agregado), le confiere competencia también a dicha Secretaría para decir la realización de la mencionada instancia evaluativa.---------
Si bien, la decisión de llevar a cabo la entrevista personal es una potestad discrecional del Jurado y de la Secretaría de Gobierno y Asuntos Institucionales, en el supuesto que decidan que resulta conveniente implementar dicha instancia evaluativa, la norma fija dos requisitos: a) que la decisión que se adopte se encuentre suficientemente motivada y b) que la resolución dictada por el mencionado órgano sea notificada a cada uno de los postulantes en el concurso de que se trate, informándose en ella, con la antelación suficiente, la fecha en que habrán de realizarse las mismas y los principales conocimientos de las funciones inherentes al cargo que se pretenden evaluar.--------------------------------------------
En el sub lite, el Jurado, tras haberse llevado a cabo la prueba de oposición, mediante su "apreciación subjetiva" completó el bloque de juridicidad a los efectos de su inmediata aplicación en la realidad administrativa concreta, optando por la realización de la entrevista personal, debido a la existencia de "paridad" entre las concursantes (cfr. fs. 562) y con el fin de definir el orden de mérito (cfr. fs. 565).-------------------------------------------------------------------------
Al analizar lo requerido formalmente por el Jurado, la Secretaría de Gobierno y Asuntos Institucionales juzgó que debía llevarse a cabo la entrevista personal, frente a la existencia de paridad en la puntuación alcanzada entre las aspirantes a cubrir el cargo en cuestión, conforme lo expresado por el Jurado, y con el fin de definir el orden de mérito de la vacante concursada (cfr. Considerandos de la Resolución Nro. 5562/2008, fs. 566), por lo tanto, consideró que existían motivos suficientes para establecer la referida instancia evaluativa.--
Luego de llevadas a cabo las entrevistas personales y publicado el orden de mérito, la Señora Losada presentó recurso de reconsideración en contra de la Resolución Número 5562/08, que citó a las agentes a la entrevista personal y en contra del Dictamen del Jurado.-----------------------------------------------------------
La Secretaría de Gobierno y Asuntos Institucionales, en el momento de resolver la impugnación planteada por la Señora Losada, tuvo acceso a la planilla de calificaciones de la evaluación de antecedentes y oposición, elementos que no tuvo a la vista en el momento de ordenar la entrevista personal, puesto que tuvo por ciertos los motivos expresados por el Jurado.---------------------------------------
De tal modo, procedió a efectuar los cálculos pertinentes, tras lo cual advirtió la inexistencia de paridad entre las concursantes tras la prueba de oposición, motivo por el cual hizo lugar al recurso de reconsideración deducido, por cuanto "…de las constancias de autos y realizados los cálculos pertinentes, puede apreciarse en forma palmaria la inexistencia de paridad entre las concursantes ya que es evidente que la Sra. Losada se impone por una diferencia de 1,5 puntos…" (cfr. fs. 578).-------------------------------------------------------------
En orden al recurso de reconsideración, expresa Gordillo que "...Habitualmente la Administración, al dictar el acto recurrido, tenía ya todos los elementos de juicio. Si adopta una decisión lo lógico es que la mantenga, a no ser que excepcionalmente se le aporten nuevos elementos, a la vista de los cuales resuelva rectificar lo decidido…" (Gordillo, Agustín A., Tratado de Derecho Administrativo, Procedimiento y Recursos Administrativos, Ed. Macchi, Buenos Aires 1982, Tomo 4.2., pág. IX-10; énfasis agregado).-----------------------
En definitiva, en el sublite el órgano advirtió que la causa que motivó el dictado del acto era inexistente y, a partir de ello, dejó sin efecto el acto administrativo impugnado por contener una falsa motivación o motivación aparente (cfr. fs. 572), en su lugar confirmó el orden de mérito establecido en primera instancia, antes del llamado a la entrevista y ratificó que la Señora Losada había obtenido el primer lugar en el orden de mérito con 71,35 puntos (cfr. fs. 578/579).-----------------------------------------------------------------------------
Es decir que aún cuando la posibilidad de citar a las concursantes a una entrevista personal constituía una facultad discrecional de la Administración, el acto administrativo debía estar motivado, por lo que, al corroborarse la existencia de una motivación falsa, debido a que la causa invocada no se correspondía con la realidad, el acto devino nulo.------------------------------------------------------------
Como destaca importante doctrina, la obligación de motivar los actos administrativos impone el examen de sus causas y finalidades y asegura así, al menos formalmente, que el mismo se efectúe excluyendo o bien disminuyendo, la posibilidad de actos dictados en forma apresurada, sin basamento legal o sin el análisis de las situaciones y factores que lo determinaron (conf. Escola, Héctor Jorge, Tratado General de Procedimiento Administrativo, Ed. Depalma, 1975, págs. 59 y ss.).--------------------------------------------------------------------------------
Ello por cuanto, la motivación constituye el único medio de acreditar la observancia regular de las obligaciones legales que fijan el límite de la competencia de los funcionarios y de las formas que deben guardar para evitar la arbitrariedad. Desde el punto de vista del administrado, lo expresado conlleva a una exigencia fundada en la idea de una mayor tutela de los derechos individuales, toda vez que de su cumplimiento depende que pueda conocer de un modo efectivo y expreso los antecedentes y las razones que justifican la emisión de la voluntad administrativa (vid doctrina Tribunal Superior de Justicia, Sala Contencioso Administrativa, Sentencias Nro. 16/1997 "Pelegrin...";              Nro. 137/1999 "Farías, Pablo Andrés…", Nro. 27/2010 "Benatti, Víctor…", entre muchas).--------------------------------------------------------------------------------
La motivación se impone como recaudo de carácter esencial que no puede ser excluido. Constituye un requisito de forma, exigible y necesario para la legitimidad del acto. La motivación debe ser clara, pues manifiesta un juicio de razonabilidad que referencia en forma suscinta la situación fáctica antecedente y la normativa expresa y genérica aplicable al caso.--------------------------------------
Por ello se ha dicho que la motivación no se cumple con cualquier fórmula convencional sino que por el contrario, debe ser suficiente, esto es, ha de dar razón al proceso lógico y jurídico que ha determinado la decisión (GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho Administrativo, T. I, Ed. Civitas, Madrid, págs. 361 y ss.).-----------------------------------------------
Resulta indiferente que el acto sea discrecional o reglado, en ambos supuestos existe la obligación de motivar, precisamente, como ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación "…en el ámbito de las facultades discrecionales de la Administración es donde aquel requisito se hace más necesario…" (Fallos 324:1860), puesto que sin dicha motivación no sería posible examinar la legitimidad de los actos administrativos.----------------------------------
Ante una decisión discrecional o no reglada hay obligación legal de justificarla racionalmente (no legalmente, ya que no hay norma legal que disciplina su contenido). Es decir la motivación permite develar si la Administración ha usado su libertad de apreciación en forma correcta (ver de mi autoría, Administración Pública. Actividad Reglada, Discrecional y Técnica, Nuevos Mecanismos de Control Judicial, Lexis Nexis, Buenos Aires 2004,      pág. 379).--------------------------------------------------------------------------------------
En consecuencia, la circunstancia de tratarse de facultades discrecionales de la autoridad administrativa le imponía una mayor exigencia de satisfacer la necesidad de motivación suficiente y adecuada. De allí que el Decreto Número 4106/2008 subordina la posibilidad de disponer la entrevista personal cuando "existan razones o motivos suficientes que justifiquen su implementación", con el propósito de evitar cualquier tipo de arbitrariedad.-------------------------------------
15.2.- De igual modo, con sustento en la doctrina enunciada, corresponde rechazar la censura endilgada al resolutorio recurrido por la casacionista, en cuanto alega que el Tribunal a quo se ha excedido en sus facultades decisorias al discrepar con la decisión técnica del Jurado.---------------------------------------------
El Tribunal de Mérito no discrepó con la decisión técnica del jurado del concurso, como postula la recurrente, puesto que éste en su cometido se limitó a verificar si la Administración ejerció o no sus facultades discrecionales dentro del marco de juridicidad vigente, al disponer la entrevista personal de las concursantes, con el fin de resolver respecto de la validez de la Resolución Número 00333/2008, pero en ningún momento emitió un juicio respecto de la decisión técnica del Jurado.-----------------------------------------------------------------
En efecto, la Sentenciante sostuvo que "…no convencen las explicaciones de la actora que, haciendo mérito de lo interpretado en un primer momento por la Administración, justifican que se procediera al llamado a entrevista, pues en rigor, hay que decir, como después sí lo hizo la propia Administración al hacérsele ver el error en que cayera, que no existió paridad, entendida en el caso como igualdad de puntaje…" (cfr. fs. 879/879vta.).------------------------------
Asimismo ponderó "…Fácil es concluir, entonces, que evidentemente no se justificaba el pedido de entrevista del Jurado a la Secretaría sobre la base de una paridad inexistente porque había una diferencia, por mínima que ésta resultare como que efectivamente así lo fue…" (cfr. fs. 880).-------------------------
Luego concluyó "…la Resolución 00333 (…) respeta el régimen del concurso, pues el llamado a entrevista por Resolución 5562 adolecía de un vicio en la causa, ya que no respondía a las circunstancias de hecho, las constancias comprobadas de las pruebas de antecedentes y oposición, y se basaba en una razón aparente, la paridad que esgrimía el Jurado…" (cfr. fs. 880vta.).------------
15.3.- Cabe agregar que, como acertadamente sostuvo el A quo, la Administración al ejercer la facultad discrecional de convocar a las concursantes a la entrevista personal, tampoco cumplió con el otro requisito impuesto por el Decreto Número 4106/2008.---------------------------------------------------------------
Así el Tribunal de Mérito destacó que "…la convocatoria a la entrevista fue dispuesta ‘de un día para el otro’ (…) la entrevista no fue fijada con la antelación suficiente como lo requiere la propia norma reglamentaria y que constituía una condición por la que se autolimitaba la entrevista…" (cfr.                  fs. 877vta./878).------------------------------------------------------------------------------
Resulta importante precisar que el incumplimiento de tal requisito impuesto por la normativa que regía el concurso, fue alegado expresamente por la concursante Losada, al interponer el recurso de reconsideración en contra de la Resolución Número 5562/08, al expresar "…Si tenemos en cuenta que la resolución es de fecha 24 de abril del corriente año y la entrevista personal se fijó para el día inmediato posterior, es decir 25 de abril de 2008, resulta imposible delinear y/o preparar de manera seria y responsable el proyecto devenido en evaluación por intermedio de una entrevista personal (…) esta situación resulta ilógica e irrazonable…" (cfr. folios 1/5 del Expte. Adm. Nro. 15082/2008).----------------------------------------------------------------------------------
De tal modo, de la lectura del resolutorio recurrido surge claramente que la Cámara a quo al resolver, ciñó su control a la existencia de motivación del acto discrecional y al examen de la forma esencial del procedimiento, dejando a salvo el núcleo interno discrecional perteneciente a la zona de reserva de la Administración.------------------------------------------------------------------------------
En consonancia con lo decidido por la Sentenciante he sostenido que las discrepancias técnico-científicas de las pruebas examinadas no pueden ser revaloradas o sustituidas por los Jueces en lo que respecta a la porción valorativa opinable en la medida en que fuere técnicamente sustentable. Empero, sí es posible el control de aspectos vinculados con el procedimiento, motivación y los demás vicios de juridicidad, en los supuestos de grueso error de apreciación, omisión de valorar aspectos trascendentes, evidente desproporcionalidad o irrazonabilidad (ver de mi autoría, Motivación y control de los actos administrativos de los tribunales académicos y técnicos, L.L. Córdoba, Año 27 Número 1 Febrero de 2010, pág. 9).-------------------------------------------------------
En definitiva, la Resolución Número 5562/08, que citó a las concursantes a la entrevista personal, omitió cumplir con los dos requisitos esenciales impuestos por el Decreto Número 4106/2008 para limitar el ejercicio de la potestad discrecional de la Administración -motivación suficiente y antelación razonable-, lo que fue claramente desarrollado por la Sentenciante en el resolutorio impugnado mediante premisas que han permanecido incólumes frente al embate recursivo.-------------------------------------------------------------------------
16.- A mayor abundamiento, ha menester agregar que la arbitrariedad e irrazonabilidad del proceder del Jurado del Concurso se patentiza al repasar el dictamen, toda vez que de éste surge que, luego de efectuarse la entrevista, la actora se impuso sobre Losada por sólo un punto, diferencia igual a la que había obtenido ésta respecto de la actora, tras las dos etapas previas (cfr. fs. 2/3). Por consiguiente, pese a haberse llevado a cabo la entrevista personal siguió existiendo la supuesta "paridad" esgrimida como argumento por el Jurado para justificar dicha instancia evaluativa, con la única diferencia que esta vez, resulto perjudicada la concursante Losada.--------------------------------------------------------
17.- Con relación a la crítica ensayada por la recurrente en orden a que la Sentenciante fundó su resolución exclusivamente en el testimonio de la Señora Losada, es menester precisar que lo vertido en los Considerandos anteriores constituyen fundamento suficiente para rechazar el agravio en cuestión.------------
Tampoco resulta atendible la censura referida a que la Juzgadora habría omitido valorar el testimonio de los Señores Colombo, Carranza y Juárez, puesto que tal como surge de las constancias de autos, la Cámara a quo sostuvo "…La discrepancia que sustento con respecto a lo manifestado por dos de los jurados que declararon en autos -Colombo (fs. 733/734 y Juárez (fs. 746/747)- que la interpretaron de la primera manera, y si bien no lo sabemos también pudo hacerlo el Sr. Secretario de Gobierno al dictar aquella Resolución…" -énfasis agregado- (cfr. fs. 878vta./879), así expresamente la Sentenciante no sólo se refirió a los testimonios reseñados sino que incluso hizo manifiesta su discrepancia con respecto a éstos.---------------------------------------------------------
Las mismas consideraciones caben respecto del testimonio del Señor Carranza, tal como surge expresamente de las constancias de autos (ver              fs. 867vta.).-----------------------------------------------------------------------------------
18.- Asimismo, es menester aclarar que, contrariamente a lo sostenido por la casacionista, en autos no existe contradicción entre lo resuelto por el Tribunal de Mérito y la doctrina judicial de este Tribunal in re: "Gorostiaga..." (Sent. Nro. 220/2000), pues se refieren a supuestos tanto fácticos como jurídicos diferentes.--
En efecto, en el precedente señalado, este Tribunal, en consonancia con la doctrina sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación según la cual el voluntario sometimiento a un régimen jurídico impide, a falta de reserva expresa, su impugnación ulterior con base constitucional, pues no puede ejercerse una pretensión judicial manifiestamente contradictoria e incompatible con una anterior conducta deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz (Fallos 304:972; 305:518, 1139; 285:410; 293:221; 294:220), confirmó lo decidido por la Cámara a quo que rechazó la acción de ilegitimidad planteada, esgrimiendo, entre otros argumentos, que la actora se inscribió para participar en un concurso sin efectuar en tiempo y forma ninguna objeción formal al régimen de selección vigente.------------------------------------------------------------------------
En el precedente citado, el actor planteó en la demanda la inconstitucionalidad del decreto reglamentario de la ordenanza que regulaba el sistema de concursos en la Administración Municipal, por entender que había cambiado el sistema recursivo previsto en la norma de superior jerarquía.----------
Frente a ello, este Tribunal entendió, en consonancia con lo decidido por la Cámara, que si el accionante hubiera abrigado alguna duda con relación a la normativa que se aplicaría en la convocatoria a la que se presentó, debió plantearla oportunamente ante la Administración, al momento de inscribirse y no al conocer el resultado adverso del concurso.--------------------------------------------
Lo descripto en nada se condice con el sublite, en el cual la concursante no impugnó la norma reglamentaria que facultó al Jurado y la Secretaría de Gobierno y Asuntos Institucionales a fijar una entrevista personal como una instancia evaluativa más, sino el acto mismo que así lo dispuso, por ser nulo al carecer de causa, razón por la cual no resulta aplicable la doctrina invocada por la recurrente.-------------------------------------------------------------------------------------
Por otro lado, tampoco resulta de aplicación la doctrina en cuestión, por el hecho de que la Señora Losada se haya presentado a la entrevista dispuesta por el acto impugnado, una vez conocido el dictamen que le era desfavorable, toda vez que, como acertadamente refiere el A quo, la Señora Losada recién tomó conocimiento de que la paridad invocada por el Jurado no existía, cuando se dio publicidad al dictamen el dos de mayo de dos mil ocho (cfr. fs. 877vta.).-----------
En efecto, como señaló el Sentenciante "…no tenía justificativo para realizar ninguna reserva ni oponerse a la entrevista pues debe suponerse que la Administración había actuado con total buena fe en el asunto, es decir que ante la igualdad o paridad en el puntaje obtenido, correspondía discernir el cargo mediante una entrevista, pero sólo por esa razón…" (cfr. fs. 877vta.).--------------
Es importante destacar que dado que la concursante fue citada a la entrevista con sólo un día de anticipación, resulta difícil imaginar en qué momento podría haber planteado la impugnación exigida.----------------------------
19.- No cabe asignar mejor destino al agravio mediante el cual la casacionista acusa que el A quo ha violado el principio de congruencia, al analizar  la legalidad del Decreto Número 4106/08, ya que respecto a éste no se solicitó la declaración de inconstitucionalidad.------------------------------------------
Si bien el Tribunal de Mérito, tras analizar los considerandos del decreto, manifestó que los dos argumentos que utilizó para su dictado son incompatibles entre sí, no declaró la ilegalidad ni mucho menos la inconstitucionalidad de la norma en cuestión (cfr. fs. 876vta.), razón por la cual no se configura el vicio endilgado por la recurrente.-----------------------------------------------------------------
20.- Finalmente corresponde rechazar el agravio vinculado a la errónea aplicación de la Ordenanza Número 1587/07, por cuanto alega la recurrente que la Administración dictó el Decreto Número 307/2008, sin previamente resolver las impugnaciones planteadas, como prescribe la ordenanza citada.-----------------
En efecto, aún cuando asiste razón a la impugnante al esgrimir que la Ordenanza Número 1587/07 establece que recién vencido el período de publicidad de la selección, sin registrarse impugnaciones o resueltas las presentadas, el Intendente Municipal puede proceder a designar al seleccionado (art. 6.3, Anexo I, A), la crítica esbozada carece de sustento para revertir el sentido de lo decidido por la Sentenciante, ya que las consideraciones vertidas en los anteriores considerandos constituyen fundamento suficiente  para rechazar la pretensión de fondo esgrimida en autos.--------------------------------------------------
21.- En definitiva, a tenor de las premisas sentadas en los párrafos precedentes que constituyen fundamento suficiente para conferir fundamentación lógica y legal a la decisión que aquí se dicta, corresponde desestimar el recurso de casación interpuesto por la actora (fs. 909/918) en contra de la Sentencia Número Cuarenta y siete, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la ciudad de Río Cuarto el dieciséis de junio de dos mil once (fs. 856/882vta.).------
22.-  En cuanto a las costas de esta instancia, estimo justo y equitativo imponerlas por su orden por cuanto la actora pudo haberse creído con derecho a recurrir como consecuencia de las particularidades del caso (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).-----------------------
Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------
Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, me expido en igual sentido.------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------
Comparto en un todo lo expresado por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, votando en consecuencia, de igual forma.----------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora en contra de la Sentencia Número Cuarenta y siete, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la ciudad de Río Cuarto el dieciséis de junio de dos mil once (fs. 856/882vta.).-----------------------------------------------------------------------
II) Imponer las costas de esta instancia por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).-------------
III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Ricardo Alberto Muñoz -parte actora-, por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria     (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..------
Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------
Adhiero a las conclusiones a que arriba el Señor Vocal preopinante. Por ello, compartiéndolas voto en idéntico sentido.------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------
Estimo acertada la respuesta proporcionada por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, ya que la misma expresa la solución adecuada a la presente 

cuestión. Por ello, voto en igual forma.---------------------------------------------------
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------
RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------
I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora en contra de la Sentencia Número Cuarenta y siete, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Familia y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la ciudad de Río Cuarto el dieciséis de junio de dos mil once (fs. 856/882vta.).-----------------------------------------------------------------------
II) Imponer las costas de esta instancia por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).------------
III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Ricardo Alberto Muñoz -parte actora-, por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria     (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib..------
Protocolizar, dar copia y bajar.-
CERTIFICO: Que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin ha emitido //RRESPONDE: A los autos caratulados: "CHAVES, NORA EDITH C/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO - DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE ILEGITIMIDAD - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "C", Nº 51, iniciado el veintidós de diciembre de dos mil once).------------------------------------------------------------------------------------------

opinión en estos autos, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse en uso de licencia, siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Doy fe. Oficina, veintiocho de febrero de dos mil catorce.-
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